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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Sector agropecuario

i) Características generales

1. Entre 2002 y 2008, el valor añadido real del sector agropecuario ha crecido a un tipo medio anual del 5,3 por ciento, frente al 3,1 por ciento de la economía en su conjunto.  Por lo tanto, la participación del sector agropecuario en el PIB aumentó del 11,5 por ciento en 2002 al 13,1 por ciento en 2008 (cuadro IV.1).  Según un estudio reciente, el dinamismo del sector obedeció principalmente a los siguientes factores:  el aumento de los precios internacionales del café y el azúcar;  las condiciones climatológicas favorables para la producción de los granos básicos y otros cultivos;  las oportunidades de exportación derivadas de la entrada en vigor del RD-CAFTA;  y los resultados de los programas de diversificación que ha llevado a cabo El Salvador.

Cuadro IV.1
PIB del sector agropecuario, 2002-08

	
	2002
	2003
	2004
	2005a
	2006a
	2007a
	2008a

	Agricultura, caza, silvicultura y pesca (millones de $EE.UU)b
	904,4
	912,5
	938,1
	984,4
	1058,4
	1149,3
	1233,1

	En porcentaje del total del PIB agropecuario:

	Café oro
	14,6
	13,7
	13,1
	12,7
	11,8
	11,9
	11,2

	Algodón
	0,1
	0,1
	0,0
	0,1
	0,1
	0,0
	0,0

	Granos básicos
	20,2
	19,8
	20,0
	19,2
	19,9
	20,4
	22,6

	Caña de azúcar
	5,8
	5,8
	5,9
	5,6
	4,9
	4,8
	4,5

	Otras producciones agrícolas
	18,8
	19,1
	19,0
	20,8
	22,1
	22,4
	23,0

	Ganadería
	18,4
	18,00
	18,1
	17,9
	18,0
	17,8
	17,8

	Avicultura
	13,9
	14,5
	14,9
	14,9
	14,3
	13,9
	11,6

	Silvicultura
	5,8
	5,9
	5,9
	5,7
	5,6
	5,4
	5,7

	Productos de la caza y la pesca
	2,5
	2,7
	3,0
	3,0
	3,4
	3,4
	3,4


a
Datos preliminares.

b
Precios constantes de 1990.
Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos del Banco Central de Reserva:  http://www.bcr.gob.sv/? cat=1000&lang=es.

2. Los rubros principales en términos de su contribución al valor añadido son las "demás producciones agrícolas" y los granos básicos, cada uno de los cuales representa alrededor del 23 por ciento del PIB agropecuario (cuadro IV.1).  Otros rubros importantes son la ganadería, la avicultura y el café.  El sector agropecuario emplea a cerca del 18 por ciento de la población económicamente activa y a alrededor del 40 por ciento de la población económicamente activa en las zonas rurales.

3. Tanto el valor nominal de las importaciones como el de las exportaciones del sector agropecuario aumentaron a un ritmo relativamente acelerado durante el período objeto de examen (véase el capítulo I 3)).  Los principales productos agropecuarios de importación son los granos, aceites y carnes, mientras que el café y el azúcar son los principales productos agropecuarios de exportación.

ii) Política e indicadores de apoyo

4. El Ministerio de Agricultura y Ganadería es la entidad responsable de ejecutar la política agropecuaria.
  Entre los objetivos de la política agropecuaria para el período objeto de examen está el desarrollo de "un sector dinámico y competitivo, sustentado en una agricultura altamente diversificada, con vocación exportadora … y con una economía campesina integrada a los mercados de factores y de bienes y servicios que reconquista progresivamente el mercado interno".

5. La notificación más reciente de El Salvador sobre la ayuda interna se refiere a 2002.
  En esa notificación, El Salvador indicó que "no introdujo medidas de ayuda interna a favor de productos agrícolas" en 2002.

6. El gasto público destinado al sector agropecuario totalizó 66,3 millones de dólares EE.UU. en 2007-08 (cuadro IV.2).
  Esto representa un aumento del 13 por ciento con respecto al presupuesto de 2006-07, y del 94 por ciento con respecto a la media anual del período 2001-02 a 2005-06.  Cerca de una tercera parte del presupuesto 2007-08 fue destinada al Centro Nacional de Tecnología Agropecuaria y Forestal (CENTA).  La "coordinación de proyectos", los "recursos naturales y riego" y la "sanidad agropecuaria" representaron cada uno entre el 10 y el 20 por ciento del gasto público de 2007-08.

Cuadro IV.2
Presupuesto ejecutado en el sector agropecuario, 2001-08

(en miles de dólares EE.UU.)
	
	2001-02
	2002-03
	2003-04
	2004-05
	2005-06
	2006-07
	2007-08

	Administración y asesoría
	3.236
	3.115
	3.240
	3.274
	3.308
	3.376
	3.496

	Economía agropecuaria y agronegocios
	776
	899
	613
	874
	954
	2.067
	1.824

	Sanidad agropecuaria
	2.561
	2.364
	2.207
	2.394
	2.176
	5.765
	6.791

	Recursos naturales y riego
	9.829
	6.251
	5.312
	5.297
	6.017
	6.227
	11.721

	Desarrollo pesquero
	2.996
	2.246
	1.703
	950
	1.646
	1.458
	1.807

	Coordinación de proyectos
	9.606
	8.319
	8.929
	9.466
	7.630
	17.838
	13.642

	Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria (ISTA)
	3.756
	2.548
	3.781
	3.027
	2.237
	3.375
	4.034

	Centro Nacional de Tecnología Agropecuaria y Forestal (CENTA)
	8.068
	5.776
	4.693
	5.095
	8.165
	16.728
	21.233

	Escuela Nacional de Agricultura (ENA)
	944
	1.006
	1.217
	1.058
	1.241
	1.747
	1.629

	Confederación Nacional Campesina (CNC)
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	100

	Total
	41.772
	35.523
	31.696
	31.434
	33.372
	58.581
	66.277


Fuente:
Norton y Angel (2008).
iii) Instrumentos de política

a) Medidas en frontera

7. La media simple de los aranceles NMF aplicados a la agricultura (según la definición de la OMC) es del 12,9 por ciento, cerca de 2,5 veces por encima de la media del sector manufacturero (capítulo III 1) iv)).

8. En el marco de sus compromisos en la OMC, El Salvador aceptó otorgar contingentes arancelarios a las importaciones de carne, leche, queso, maíz amarillo, grasas y aceites, azúcares, tabaco y productos del tabaco.  El Salvador se comprometió a aplicar estos contingentes en su forma final a partir de 2004.  Consolidó los aranceles NMF dentro de los contingentes a tipos de entre el 20 y el 50 por ciento.  Los tipos de los aranceles consolidados fuera de los contingentes oscilan entre el 25 y el 164,4 por ciento.

9. Desde su anterior Examen en 2003, El Salvador ha suministrado regularmente notificaciones relativas a la administración de sus contingentes arancelarios.  El Salvador notificó la apertura de un contingente arancelario para el queso tipo cheddar en bloques o barras (SA 0406.9020) durante el período 2003-07.
  El Salvador no abrió los demás contingentes arancelarios que figuran en su lista de compromisos, ya que "aplicó un arancel a un nivel igual o inferior al nivel arancelario establecido para estos contingentes arancelarios en la Lista de El Salvador".

10. Los tipos arancelarios aplicados a los muslos y piernas de pollo congelados de las partidas SA 0207.1493 y 0207.1494 ascienden al 164 por ciento, frente a tipos consolidados del 40 por ciento (dentro de contingente) y 164,4 por ciento (fuera de contingente) en la Lista de compromisos de El Salvador.  Desde su último Examen, El Salvador no ha abierto contingentes arancelarios para estos productos.

11. Las importaciones de queso tipo cheddar dentro del contingente estuvieron sujetas a un arancel NMF del 15 por ciento entre 2003 y 2006, y del 0 por ciento en 2007.  El Salvador aplicó un tipo del 40 por ciento a las importaciones NMF de queso tipo cheddar fuera del contingente.  Los niveles de utilización del contingente arancelario para el queso tipo cheddar totalizaron el 77 por ciento en 2003, 76 por ciento en 2004, 80 por ciento en 2005, 84 por ciento en 2006 y 67 por ciento en 2007.

12. En 2007, El Salvador llevó a cabo la renegociación de su Lista de compromisos conforme al Artículo XXVIII del GATT de 1994 respecto de determinados productos de aves de corral.  Como resultado de esta renegociación, los tipos consolidados dentro de contingente que se aplican a los muslos y piernas de pollo de la partidas SA 0207.1393 y 0207.1394 aumentaron del 40 por ciento a 164,4 por ciento.
  Asimismo, el tipo consolidado que se aplica a las demás preparaciones y conservas de carne, despojos o sangre de gallo o gallina de la partida SA 1602.3200 aumentó del 40 por ciento a 164,4 por ciento.

13. Los contingentes arancelarios son asignados a través de una subasta.
  La Bolsa de Productos y Servicios Agropecuarios de El Salvador (BOLPROES) ha llevado a cabo las subastas respecto de los contingentes arancelarios aplicados al queso tipo cheddar.  La participación en estas subastas se limitó a las plantas procesadoras que habían comprado al menos 10.000 botellas diarias de leche fluida de origen nacional durante el año anterior a la subasta.
  Según los acuerdos de los Ministros de Economía, Agricultura y Ganadería y Hacienda que rigieron la asignación de los contingentes arancelarios durante 2003 y 2004, la adjudicación de los volúmenes de importación dentro del contingente del queso tipo cheddar se debe llevar a cabo de manera proporcional a las compras de leche fluida de origen nacional durante el año inmediatamente anterior.
  La Secretaría no dispone de información relativa al método de asignación de los contingentes del queso tipo cheddar para el período 2005-08.

14. Desde su anterior Examen, El Salvador ha implementado "contingentes de desabastecimiento" para el maíz, arroz, sorgo y la carne de cerdo.  Los volúmenes dentro de estos contingentes están sujetos a tipos arancelarios del cero por ciento.  La Secretaría no dispone de información relativa al método que rige la asignación de los contingentes de desabastecimiento.  En el marco del anterior Examen de El Salvador, las autoridades salvadoreñas señalaron que la adjudicación de los contingentes de desabastecimiento del arroz y la carne de cerdo se llevaban a cabo en forma proporcional a las compras de productos de origen nacional.
  Los contingentes de desabastecimiento están previstos en convenios de comercialización suscritos entre los productores agropecuarios y los procesadores (ver infra).

15. El Salvador se ha reservado el derecho a aplicar aranceles adicionales a las importaciones fuera de contingente de productos sujetos a contingentes arancelarios si sus precios de importación se sitúan por debajo de un precio de activación (salvaguardias basadas en el precio) o si las cantidades exceden de un determinado umbral (salvaguardias basadas en el volumen), de conformidad con las disposiciones de salvaguardia especial establecidas en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  Según las notificaciones correspondientes al período 2003-08, El Salvador no aplicó dichas medidas a ningún producto.

b) Otras medidas

16. Las condiciones para la comercialización de varios productos agropecuarios están sujetas a las disposiciones que figuran en los convenios de comercialización negociados entre productores y procesadores.  El Ministerio de Agricultura actúa como facilitador en estos convenios.  Existen convenios de comercialización para el maíz blanco, arroz granza y sorgo.

17. En el marco de los convenios de comercialización, los productores y procesadores pactan un precio de garantía para las compras del producto nacional y definen un proceso para la compra de la producción nacional a ese precio.  Asimismo, los convenios de comercialización prevén el establecimiento de contingentes de desabastecimiento.  La Comisión Técnica de Contingentes, formada por representantes de los Ministerios de Economía, Agricultura y Ganadería y la Dirección General de Aduanas, determina el volumen de estos contingentes en función del déficit en la producción nacional.  La proporción de la producción nacional de granos comercializada en el marco de los distintos convenios de comercialización oscila entre el 25 y el 40 por ciento.

18. Un estudio del mercado del arroz realizado por la Superintendencia de Competencia concluye que los requisitos de participación que figuran en el Convenio para la comercialización de arroz granza "ha hecho más difícil el ingreso a nuevos competidores [y] representan barreras normativas innecesarias."
  La Superintendencia de Competencia recomendó una evaluación del "esquema de protección actual del Convenio Permanente para la Comercialización de Arroz Granza Nacional … a fin de verificar si efectivamente se están logrando los objetivos de dicha política, tomando en cuenta los costos que genera en términos de competencia y bienestar del consumidor".  En el marco del presente Examen, las autoridades indicaron que están revisando las recomendaciones de la Superintendencia.

19. La Ley de la producción, industrialización y comercialización de la agroindustria azucarera de El Salvador faculta al Consejo Salvadoreño de la Agroindustria Azucarera (CONSAA), formado por representantes de los Ministerios de Economía y Agricultura y Ganadería y el sector privado, para fijar los volúmenes de venta de cada productor nacional de azúcar, tanto en el mercado nacional como en los mercados extranjeros que otorgan preferencias al azúcar proveniente de El Salvador.
  CONSAA debe fijar estos volúmenes tomando en cuenta la "producción histórica".  Asimismo, las importaciones de azúcar están sujetas a la autorización del Ministerio de Economía.  La Secretaría no contó con información relativa a los criterios que utiliza el Ministerio para emitir estas autorizaciones.  Un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos señala que el sistema de cuotas de producción del azúcar "limita la competencia en precios y conduce a una llamada para aplicar la Ley de Competencia con mayor vigor a este sector".

20. El crédito formal al sector agropecuario totalizó cerca de 220 millones de dólares EE.UU. en 2007, frente a 146 millones en 2002.
  Alrededor del 33 por ciento fue destinado a la crianza de aves y ganado, el 27 por ciento al café y el 18 por ciento a la caña de azúcar.  La fuente principal de crédito son los bancos privados.  Cerca del 15 por ciento del crédito al sector agropecuario proviene del Banco de Fomento Agropecuario (BFA), institución pública de crédito que busca "mantener facilidades financieras y servicios conexos necesarios para contribuir al fomento agrícola".
  
En enero de 2009, los tipos de interés activos del BFA oscilaban entre el 9 y el 36 por ciento.
  Poco menos del cuatro por ciento del valor total de los préstamos del sector financiero son para el sector agropecuario.

21. El Banco Multisectorial de Inversiones (BMI), institución pública de crédito, administra una serie de programas de crédito para el sector agropecuario.  Por ejemplo, existen programas de crédito destinados a los cultivos no tradicionales, forestales y el café.  En 2008, el BMI otorgó financiamiento al sector agropecuario por 34,7 millones de dólares EE.UU., de los cuales aproximadamente el 83 por ciento corresponde a la ganadería, la caña de azúcar, el café y la avicultura.  El BMI administra un fideicomiso estatal, el Fideicomiso Especial para el Desarrollo Agropecuario, que proporciona fondos para la compensación de intereses y un programa de garantías, entre otros, y un fideicomiso privado (Fideicomiso para la Conservación del Bosque Cafetalero) que proporciona fondos para financiar la deuda cafetalera.

22. El BMI mantiene un programa de garantías para los créditos concedidos por los bancos comerciales a los productores agropecuarios (Programa de garantía agropecuaria o PROGARA).
  Las garantías son otorgadas por períodos prorrogables de un año y su costo es del uno por ciento del monto garantizado.  Los montos máximos garantizados oscilan entre el 30 y el 70 por ciento, dependiendo del tamaño del prestatario.  En 2008, PROGARA garantizó 21,3 millones de dólares EE.UU. de los 40,7 millones de dólares EE.UU. en créditos otorgados a 10.092 prestatarios.

23. El BMI también mantiene el Programa Especial de Garantía para la Agricultura Intensiva y la Agroindustria (PROGAIN), a través del cual garantiza hasta la mitad de los créditos destinados al establecimiento de centros de producción agrícola intensiva y de preparación y procesamiento de productos agrícolas.
  Las garantías son otorgadas por períodos prorrogables de un año y su costo es del 0,75 por ciento del monto garantizado.  En 2008, el PROGAIN garantizó 1,7 millones de dólares EE.UU.

24. El CENTA es la principal institución pública de investigación agropecuaria y forestal.  Ofrece servicios de extensión, asistencia técnica y capacitación.  Su presupuesto en 2007-08 totalizó 21,2 millones de dólares EE.UU.  En el marco del Sistema Nacional de Alianzas para la Innovación Tecnológica, el Ministerio de Agricultura y Ganadería financia hasta el 80 por ciento del costo de la inversión de proyectos innovadores agrícolas y agroindustriales.

25. El Salvador notificó a la OMC que no otorgó subvenciones a la exportación de productos agropecuarios en 2002, último año al que se refiere su notificación.

2) Manufacturas

i) Sector fuera del régimen de zona franca
26. Desde el anterior Examen de El Salvador, el valor añadido real en el sector manufacturero (excluyendo los servicios de maquila) aumentó a un tipo medio anual cercano al de la economía en su conjunto.  Por lo tanto, la participación del sector manufacturero en el PIB ha permanecido prácticamente constante desde 2002 (cuadro IV.3).

Cuadro IV.3
Valor añadido en el sector manufacturero (excluyendo las zonas francas), 2002-08
	
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008

	Total:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de $EE.UU. de 1990
	1610,6
	1642,4
	1667,8
	1713,9
	1779,9
	1854,6
	1899,2

	
En porcentaje del PIB total
	20,5
	20,5
	20,4
	20,4
	20,3
	20,2
	20,2

	En porcentaje del PIB manufacturero:

	    Carne y sus productos
	2,0
	2,0
	2,0
	2,0
	2,1
	2,1
	2,0

	    Productos lácteos
	3,5
	3,5
	3,5
	3,5
	3,7
	3,7
	3,7

	    Productos elaborados de la pesca
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	    Productos de molinería y panadería
	9,7
	9,9
	10,1
	10,2
	10,4
	10,6
	10,6

	    Azúcar
	7,7
	8,0
	8,4
	8,5
	8,2
	8,3
	8,3

	    Otros productos alimenticios elaborados
	7,8
	7,9
	7,9
	7,9
	7,9
	7,9
	7,9

	    Bebidas
	10,0
	9,5
	9,5
	9,3
	9,1
	9,0
	9,0

	    Tabaco elaborado
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	    Textiles y artículos confeccionados de 
materiales textiles (excepto prendas de 
vestir)
	5,7
	5,5
	5,6
	5,8
	5,7
	5,7
	5,7

	    Prendas de vestir
	2,1
	2,1
	2,1
	2,1
	2,1
	2,0
	2,0

	    Cuero y sus productos
	4,2
	4,2
	4,2
	4,2
	4,1
	4,2
	4,2

	    Madera y sus productos
	1,4
	1,4
	1,4
	1,4
	1,4
	1,4
	1,3

	    Papel, cartón y sus productos
	3,2
	3,3
	3,3
	3,3
	3,3
	3.4
	3,4

	    Productos de la imprenta y de industrias 
conexas
	6,0
	6,1
	6,3
	6,3
	6,2
	6,4
	6,5

	    Química de base y elaborados
	9,7
	9,8
	9,8
	9,7
	9,7
	9,7
	9,7

	    Productos de la refinación de petróleo
	5,8
	5,6
	5,3
	5,3
	5,4
	5,6
	5,5

	    Productos de caucho y plástico
	2,7
	2,8
	2,8
	3,0
	3,0
	3,0
	3,0

	    Productos minerales no metálicos 
elaborados
	5,5
	5,5
	4,9
	4,5
	4,8
	4,8
	4,8

	    Productos metálicos de base y elaborados
	5,1
	5,2
	5,4
	5,6
	5,4
	5,4
	5,4

	    Maquinaria, equipos y suministros
	3,6
	3,5
	3,5
	3,5
	3,5
	3,1
	3,1

	    Material de transporte y manufacturas 
diversas
	4,1
	4,2
	4,1
	4,0
	4,0
	4,0
	3,8


Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos del Banco Central de Reserva.  Consultado en:  
http://www.bcr.gob.sv/?cat=6&name=Estadísticas&lang=es.
27. Las principales actividades manufactureras son la molinería y panadería, química de base y elaborados y las bebidas (cuadro IV.3).  Las actividades con los ritmos más elevados de crecimiento entre 2002 y 2008 son el caucho y plástico, la molinería y panadería, la imprenta y el azúcar, que registraron tipos medios anuales de crecimiento del valor añadido real de entre el cuatro y el cinco por ciento cada una.  Aunque los productos elaborados de la pesca mostraron un tipo medio anual de crecimiento de dos dígitos, en términos absolutos la contribución de este sector al PIB manufacturero es menor al uno por ciento.

28. El valor nominal de las exportaciones e importaciones de manufacturas (excluyendo las exportaciones de las zonas francas) ha aumentado de manera significativa desde el último Examen de El Salvador (véase el capítulo I 3)).  Los productos químicos son el principal rubro de exportación del sector manufacturero, mientras que el material de transporte y los productos químicos son los principales rubros de importación.

29. Los objetivos de la política industrial para el período objeto del examen son el fortalecimiento de la competitividad, la promoción de la diversificación económica y la eliminación de las fallas de coordinación e información.

30. La media del tipo arancelario NMF aplicado a las manufacturas (según la definición de la OMC) ha disminuido del 6,7 por ciento en 2002 al 5,2 por ciento a principios de 2009.  Las actividades manufactureras que gozan de niveles de protección arancelaria por encima de la media son las manufacturas de alimentos, bebidas y tabaco, sujetas a un tipo arancelario NMF medio del 15,7 por ciento, los textiles y prendas de vestir (tipo arancelario NMF medio del 10 por ciento), la madera y sus productos (9,6 por ciento) y el rubro "las demás manufacturas" (9,2 por ciento).  Asimismo, el sector manufacturero recibe asistencia a través de varios programas de incentivos (capítulo III 2) iv) y 3) iii)).

ii) Zonas francas

31. El régimen de zona franca brinda asistencia a las empresas acogidas a él a través de concesiones fiscales (capítulo III 2) iv)).  

32. A finales de 2008, último año para el que se cuenta con información, había 270 empresas que se acogían a la Ley de zonas francas y depósitos de perfeccionamiento activo, frente a 246 en 2002 (cuadro IV.4).  De estas, 62 empresas son extranjeras.  Las zonas francas emplean directa e indirectamente al 9,1 por ciento de la fuerza laboral nacional.

33. Aunque continúa siendo de gran importancia, la contribución de las zonas francas a la economía ha disminuido desde el anterior Examen de El Salvador.  El valor añadido en las zonas francas decreció a un tipo medio anual del 0,6 por ciento entre 2002 y 2008.  Por consiguiente, la participación de las zonas francas en el PIB se redujo del 3,1 por ciento al 2,5 por ciento durante el mismo período (cuadro IV.4).  Las exportaciones provenientes de las zonas francas mostraron un desempeño modesto, ya que crecieron a un tipo medio anual del 1,6 por ciento entre 2002 y 2008, frente al 12 por ciento del resto de las exportaciones manufactureras.

Cuadro IV.4
Principales indicadores relativos a las zonas francas, 2002-08

	
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008

	Número de empresas
	246
	265
	294
	304
	302
	314
	270

	Número de empleados
	84.000
	88.600
	85.626
	80.963
	80.000
	82.367
	..

	Valor añadido:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de $EE.UU. de 1990
	246,3
	256,1
	248,9
	231,5
	226,8
	226,8
	238,3

	
En porcentaje del PIB
	3,1%
	3,2%
	3,0%
	2,7%
	2,6%
	2,5%
	2,5%

	Importaciones
	
	
	
	
	
	
	

	En millones de $EE.UU.
	1.282,5
	1.379,3
	1.458,2
	1.204,8
	1.143,0
	1.236,5
	1.281,6

	
En porcentaje de las importaciones
totales de mercancías
	24,7
	24,0
	23,0
	18,0
	14,9
	14,2
	13,1

	Exportaciones:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de $EE.UU.
	1.757,6
	1.873,0
	1.923,2
	1.821,3
	1.775,4
	1.803,8
	1.928,1

	
En porcentaje de las exportaciones 
totales de mercancías
	58,7
	59,9
	58,2
	53,3
	47,9
	45,3
	42,4

	Exportaciones netas
	475,1
	493,7
	465,0
	616,5
	632,4
	567,3
	646,5


..
No disponible.

Fuente:
Secretaría de la OMC sobre la base de datos proporcionados por las autoridades.
34. El desempeño de las exportaciones de las zonas francas, en particular entre 2004 y 2006, refleja en gran medida el aumento de la competencia internacional que resultó de la eliminación de las restricciones cuantitativas a la importación en el marco del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.
  Sin embargo, las exportaciones de las zonas francas se han recuperado en años recientes:  entre 2006 y 2008 aumentaron en cerca del nueve por ciento, situándose en casi 1.930 millones de dólares EE.UU., su nivel más alto desde el anterior Examen de El Salvador.

35. Un estudio publicado en el 2005 señala que el sector de las zonas francas es "el que menos interrelaciones económicas guarda como demandante" entre los seis rubros con mayor peso en el sector manufacturero (molinería y panadería, química de base y elaborados, bebidas, azúcar y otros productos alimenticios elaborados).
  El mismo estudio indica además que, en El Salvador, "la maquila se ha concentrado en el sector textil confección, que al conformar una industria ligera de bajo contenido tecnológico reduce la capacidad de transferencia y mejoras al resto de la economía".  En el marco del presente Examen, las autoridades indicaron que la industria textil confección ha dado pasos importantes hacia una producción con mayor valor agregado, a través del concepto de "paquete completo".
3) Energía

i) Electricidad
36. El sector eléctrico representa el 0,3 por ciento del PIB.  El sistema eléctrico de El Salvador contaba con 1.439,4 MW de capacidad instalada a finales de 2008.
  Alrededor de la mitad de la capacidad instalada corresponde a plantas térmicas, una tercera parte a plantas hidroeléctricas y el resto a plantas geotérmicas.  En 2008, la demanda máxima del sistema eléctrico mayorista fue de 924 MW;  la generación neta de electricidad totalizó 5.724,4 GWh, las exportaciones 89 GWh y las importaciones 83 GWh.  El sistema de transmisión de El Salvador está interconectado con los de Guatemala y Honduras.  A finales de 2009 estaba en construcción la central hidroeléctrica de El Chaparral, cuya potencia instalada será de 66,1 MW.

37. A mediados de 2006, inició la construcción de la línea de transmisión del Sistema de Interconexión Eléctrica para los Países de América Central (SIEPAC).
  La línea de transmisión de 1.830 kilómetros de longitud, con un circuito inicial de 230 kilovatios, conectará a las redes eléctricas de El Salvador, Costa Rica, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.  Se prevé que la construcción de la línea de transmisión finalice en 2009.  En el marco del SIEPAC, El Salvador y los demás participantes han establecido varias instituciones para la operación del mercado regional de electricidad previsto en el Tratado Marco del Mercado Eléctrico firmado en 1996.

38. El precio de venta medio anual de la electricidad al usuario final fue de 0,1379 dólares EE.UU. por kWh en 2008.  El Estado subvenciona el consumo residencial hasta 99 kWh al mes.  El monto de esta subvención asciende a unos 54 millones de dólares EE.UU. anuales.  El consumo superior a los 99 kWh al mes también fue subvencionado entre 2006 y 2009, a un costo total de aproximadamente 200 millones de dólares EE.UU.  Esta subvención, que había sido financiada en parte por la empresa estatal Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa, fue eliminada a principios de 2009.

39. El sector consiste en siete empresas de distribución, dos de las cuales comenzaron sus operaciones en 2007.  De las siete empresas, cinco son de capital extranjero y las dos restantes de capital privado nacional.  Hay 13 empresas generadoras que participan en el mercado eléctrico mayorista y varias otras generadoras a pequeña escala.  Alrededor de una tercera parte de la capacidad instalada corresponde a empresas públicas y el resto a empresas privadas.  El sistema de transmisión está a cargo de una sola empresa propiedad del Estado.

40. En septiembre de 2007, la Superintendencia de Competencia determinó que tres empresas distribuidoras de electricidad habían abusado de su posición dominante al dilatar o hacer más costosa la entrada de un nuevo competidor en los mercados relevantes.
  La participación en el mercado de distribución de electricidad de las tres empresas en cuestión es del 80 por ciento.  La Superintendencia impuso multas a cada una de las empresas y ordenó que cesaran sus prácticas anticompetitivas.  Asimismo, recomendó que la Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones (SIGET) desarrollara "normativa referente a … los procedimientos, requisitos, trámites, plazos de respuesta y de ejecución, a cumplir por todo distribuidor, comercializador, o usuario de gran demanda que necesite interconectarse a las redes de distribución y transmisión".  Las autoridades señalaron que están en proceso de formular esta normativa.

41. Entre los objetivos de la política energética están diversificar las fuentes de energía, ampliar la cobertura de los servicios de energía eléctrica, promover la eficiencia del mercado de energía y el establecimiento de reglas claras y estables e impulsar la integración eléctrica entre los países centroamericanos.
  El Consejo Nacional de Energía, que inició sus funciones a mediados de 2009, cuenta con la facultad de elaborar la política energética.
  Lo integran el Secretario Técnico de la Presidencia, el titular de la Defensoría del Consumidor y los Ministros de Economía, Hacienda, Obras Públicas y Medio Ambiente y Recursos Naturales.  La SIGET es la entidad responsable de la supervisión del sector y cuenta con la facultad de emitir normas.  La entidad responsable de la operación del sistema de transmisión y el mercado mayorista de energía eléctrica es la Unidad de Transacciones integrada por operadores y usuarios finales.

42. Desde su anterior Examen, El Salvador ha realizado varias modificaciones a la Ley General de Electricidad.
  La modificación más reciente, aprobada en 2007, incorporó a la legislación disposiciones relativas a:  la determinación de los cargos de distribución y de conexión a las redes de distribución, contratos de suministro de energía eléctrica, precios, requisitos de suministro de información de los operadores y la transparencia de la información sobre el mercado mayorista.  Asimismo, en años recientes la SIGET ha emitido normas que buscan mejorar la operación del mercado mayorista.

43. La generación de energía eléctrica a partir de recursos hidráulicos y geotérmicos requiere una concesión otorgada por la SIGET.
  Las empresas de generación a partir de otros recursos y las de transmisión, distribución y comercialización no requieren una concesión, sino que deben estar inscritas en el Registro de Operadores del Sector Electricidad que mantiene la SIGET.  La Ley general de electricidad no establece limitaciones con respecto a la nacionalidad de los concesionarios o las empresas inscritas en el Registro de Operadores.

44. Las empresas de transmisión y distribución deben permitir la interconexión de sus instalaciones y su uso para el transporte de energía eléctrica, excepto cuando esto represente "un peligro para la operación o seguridad del sistema, de instalaciones o de personas".
  Una empresa puede recurrir a la SIGET cuando no logre alcanzar un acuerdo de interconexión con otra empresa.  La Ley permite a una misma empresa llevar a cabo actividades de generación, transmisión, distribución y comercialización, siempre y cuando mantenga sistemas de contabilidad separados.

45. La SIGET regula el precio máximo de la energía eléctrica al usuario final y los cargos por:  el uso de las redes de transmisión y distribución, la operación del sistema de transmisión y el mercado mayorista, y la conexión de usuarios finales a la red de distribución.

46. La Ley de incentivos fiscales para el fomento de las energías renovables en la generación de electricidad, promulgada en 2007, ofrece una serie de incentivos fiscales a los titulares de "nuevas inversiones" destinadas a la instalación de centrales para la generación de energía eléctrica a partir de fuentes renovables de energía.
  Los incentivos comprenden:  la exención de los derechos arancelarios aplicados a las importaciones de maquinaria e insumos para la construcción de las centrales de generación de hasta 20 MW;  la deducción del IVA pagado en "obras necesarias e integrantes del proceso de generación de energía eléctrica, incluyendo las realizadas en inmuebles";  y la exención del impuesto sobre la renta durante diez años para las centrales de menos de 10 MW o cinco años para las centrales de entre 10 MW y 20 MW.  En el marco de la Ley, han sido aprobados tres proyectos geotérmicos y una pequeña central hidroeléctrica.

47. Asimismo, los gastos derivados de la investigación, exploración y preparación de proyectos de generación de energía eléctrica de más de 20 MW a partir de fuentes renovables son deducibles (hasta ciertos límites establecidos en la legislación) del impuesto sobre la renta durante diez años.  Los ingresos provenientes de la venta de "reducciones certificadas de emisiones" en ciertos mercados de carbono están exentos de cualquier impuesto sobre los ingresos.

ii) Otra energía

48. El valor de las importaciones de combustibles totalizaron 1.880 millones de dólares EE.UU., lo que representa el 22 por ciento de las importaciones totales.  De este monto, alrededor de una tercera parte corresponde a las importaciones de petróleo crudo.  No existen reservas probadas de petróleo en El Salvador.

49. El sector de los hidrocarburos consiste en cinco empresas privadas importadoras de petróleo crudo y productos refinados.  La única refinería de El Salvador es propiedad de dos de estas empresas.  También opera una empresa integrada por algunas alcaldías y una sucursal de la empresa estatal venezolana PDVSA.

50. No se aplican controles oficiales a los precios de los combustibles excepto el gas licuado de petróleo (GLP) para consumo doméstico.  Durante el período 2002-06, el gasto medio anual derivado de la subvención al GLP totalizó 52,5 millones de dólares EE.UU.  El FMI indica que existe preocupación con respecto a la deficiente focalización de la subvención y las exportaciones ilegales de GLP proveniente de El Salvador.

51. La Dirección de Hidrocarburos y Minas del Ministerio de Economía es la entidad encargada de fiscalizar el sector de los hidrocarburos.  Según el Ministerio de Economía, la ley que rige las actividades de exploración y explotación de petróleo (Ley de hidrocarburos) "data de inicios de los ochenta y necesita ser revisada para convertirla en un instrumento atractivo que fomente la exploración y … posterior explotación de los recursos".
  La Asamblea Legislativa aprobó la Ley de gas natural a mediados de 2008.
  La Ley regula el almacenaje, transporte, distribución y comercialización del gas natural.  No establece limitaciones a la participación del capital privado, incluido el extranjero, en ninguna de estas actividades.

4) Servicios

i) Compromisos multilaterales y preferenciales

52. El sector de servicios representó un 61,5 por ciento del PIB en 2008, empleando a alrededor de dos tercios de la mano de obra total.  El Salvador es un importador neto de servicios.  Las exportaciones de servicios totalizaron 1.041 millones de dólares EE.UU. en 2008, y las importaciones llegaron a 1.625 millones.  

53. La Lista de compromisos específicos de El Salvador anexa al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la OMC incluye compromisos específicos en seis de las 12 categorías de servicios que abarca el Acuerdo:  servicios prestados a las empresas, servicios de comunicaciones, servicios relacionados con el medio ambiente, servicios de turismo, servicios de transporte y servicios financieros (cuadro AIV.1).
  En total, se realizaron compromisos en 25 de los sectores incluidos en la Lista de Clasificación de los Servicios preparada por la Secretaría de la OMC.  En general, los compromisos contraídos por El Salvador en el marco del AGCS tienden a consolidar el marco de política en vigor en el momento de las negociaciones de la Ronda Uruguay y, por lo tanto, no reflejan completamente el proceso de liberalización autónoma que se ha producido en El Salvador desde entonces.
54. La Lista de compromisos específicos de El Salvador en cuanto a compromisos horizontales establece, entre otras cosas, que una sociedad extranjera debe tener permanentemente en El Salvador un representante, y cita límites a las utilidades y los pagos por derechos de explotación de marcas y patentes extranjeras, que pueden remitir.  Asimismo, salvo autorización especial, todo patrono está obligado a garantizar que el personal de su empresa comprenda por lo menos un 90 por ciento de salvadoreños, siendo el monto de salarios devengados de salvadoreños igual o superior al 85 por ciento del total de salarios pagados.  Este requisito se aplica por igual a empresas nacionales y extranjeras.

55. La Lista de compromisos específicos de El Salvador incluye exenciones al trato NMF para todos los sectores en beneficio de los países miembros del Mercado Común Centroamericano (MCCA).  Asimismo para los servicios financieros, El Salvador incorporó exenciones al trato NMF en favor de Honduras y Nicaragua sobre base del Convenio para facilitar la integración financiera de los países del Istmo Centroamericano.
 
56. El Salvador participó en las negociaciones sobre telecomunicaciones básicas y servicios financieros celebradas en el marco del AGCS y aceptó los Protocolos Cuarto y Quinto anexos al AGCS, revisando en consecuencia su lista de concesiones.  El Cuarto Protocolo fue suscrito el 15 de abril de 1997 y ratificado por medio del Decreto Legislativo No 1.031, de 29 de abril de 1997, publicado en el Diario Oficial No 92 del 22 de mayo de 1997.  El Quinto Protocolo fue suscrito el 27 de febrero de 1998 y ratificado por medio del Decreto Legislativo No 613, publicado en el Diario Oficial No 343 del 26 de mayo de 1999.  El Salvador presentó una oferta inicial en el marco de las negociaciones sobre los servicios en la Ronda de Doha pero, hasta octubre de 2009, no había presentado una oferta revisada.  

57. El Tratado General de Integración Económica Centroamericana establece principios generales para la no discriminación, como son el trato nacional y el trato de Nación Más Favorecida, tanto en inversión como en el comercio transfronterizo de servicios.  El Tratado Centroamericano sobre Inversión y Comercio de Servicios se suscribió en marzo de 2002 y su protocolo modificatorio, que garantiza un trato nacional en la prestación de servicios en la región centroamericana, en febrero de 2007.  El Salvador ha ratificado y publicado este Tratado en el Diario Oficial No 87 tomo 379 de 13 de mayo 2008.  

58. Los acuerdos comerciales suscritos por El Salvador, regulan el comercio de servicios entre las partes contratantes.  Los tratados de libre comercio firmados en el marco del MCCA con la República Dominicana y Chile establecen el principio del trato NMF para el comercio de servicios entre las partes contratantes.  Las disposiciones sobre servicios del CAFTA-DR se basan en una lista negativa para la liberalización.  La principal exclusión horizontal en el acuerdo es para el suministro en el modo 4.  El Salvador también adoptó excepciones para algunos sectores específicos, como telecomunicaciones, servicios audiovisuales, transporte aéreo, servicios de construcción y servicios de contabilidad, entre otros.  El convenio regional entre Centroamérica y Panamá permite el libre tránsito de transporte terrestre de carga por toda la región a través de la carretera interamericana, a excepción del cabotaje, el cual queda reservado para los transportistas nacionales de cada país.

ii) Servicios financieros
59. El sector bancario en El Salvador se caracteriza por una fuerte presencia de empresas extranjeras.  La Ley de Bancos estipula que las sucursales y oficinas de instituciones financieras extranjeras que operen en El Salvador han de recibir trato nacional.  Por lo menos un 51 por ciento de las acciones de un banco o una compañía aseguradora deben de estar en manos de salvadoreños o centroamericanos, o instituciones financieras extranjeras calificados como de primera línea.  No se permite el suministro transfronterizo de servicios bancarios o de seguros.  La Ley otorga derechos de preferencia a los acreedores domiciliados en El Salvador sobre el activo que una institución financiera posea en El Salvador.  Durante el período objeto de examen se introdujeron reformas a la Ley de Bancos y a la Ley de Seguros con el fin de modificar la reglamentación relativa al secreto bancario y a la forma y el contenido de las pólizas de seguros. 
60. Aunque existe una fuerte participación extranjera en el sector bancario, que aumentó durante el período objeto de examen, dos tercios de las acciones de las empresas de seguros se encuentran en manos de salvadoreños.  Una vez cumplidos los requisitos de titularidad porcentual mayoritaria en una sociedad aseguradora o bancaria de conformidad con la legislación nacional, las sociedades extranjeras de seguros y bancarias de países fuera del área centroamericana deben estar calificadas como sociedades de primera línea por sociedades clasificadoras de riesgo reconocidas internacionalmente y reconocidas como tales por la Superintendecia del Sistema Financiero. 
b) Estructura y desempeño

61. La contribución del sector de servicios financieros (bancos, seguros y otras instituciones financieras) al PIB total fue del 4,4 por ciento en 2008 (3,8 en precios constantes).
  

62. Al 30 de septiembre de 2009, el sector bancario salvadoreño estaba conformado por 19 instituciones autorizadas para captar depósitos:  ocho bancos privados, todos de capital extranjero;  dos bancos estatales;  dos sucursales de bancos extranjeros;  cinco bancos cooperativos;  y dos sociedades de ahorro y crédito.
  Además de las entidades autorizadas para captar recursos del público, forman parte del sector financiero salvadoreño otras entidades habilitadas para realizar operaciones activas, pero no para captar depósitos.  Al 30 de septiembre de 2009, ocho conglomerados financieros se encontraban en operación.

63. Durante el período objeto de examen, los tres mayores bancos de El Salvador fueron adquiridos por bancos extranjeros.  En 2007, el Banco Agrícola fue adquirido por Bancolombia y los bancos Cuscatlán y Uno pasaron a ser parte del Citigroup de los Estados Unidos y el Banco Salvadoreño fue adquirido por el HSBC.
  Se estima que un 95 por ciento de los activos totales están ahora en manos de bancos de capital extranjero.

64. Al 30 de junio de 2009, los activos totales del sistema bancario se elevaban a 13.057,9 millones de dólares EE.UU.;  de estos, 8.465 millones correspondían a préstamos.  Los depósitos ascendían a 8.811 millones de dólares EE.UU.  En junio de 2009, los activos estaban concentrados en un 64,8 por ciento en préstamos netos, un 15,3 por ciento en el rubro de inversiones financieras y un 14,7 por ciento en disponibilidades.
  
65. En general, la banca salvadoreña presentaba, en junio de 2009, buenos indicadores de solvencia y riesgo, pero indicadores relativamente altos de endeudamiento.  La Ley de Bancos dispone que los bancos deben mantener en todo momento una relación de por lo menos el 12 por ciento entre su fondo patrimonial y la suma de sus activos ponderados por riesgo (coeficiente patrimonial).  En junio de 2009, el sistema bancario mantenía un coeficiente patrimonial del 16,3 por ciento, y un coeficiente de liquidez neta del 39,5 por ciento, ambos por encima del requisito establecido por la ley.  Esto último es en parte un indicador del escaso dinamismo del mercado crediticio nacional.  Las autoridades observaron que esta falta de dinamismo se debía en parte a que los bancos han reducido o incluso eliminado el crédito asignado a ciertos sectores considerados de riesgos.
66. Con respecto al endeudamiento, a fines de junio de 2009 se registraba un indicador medio del 12,09 por ciento, frente a un límite legal del 7 por ciento.  En junio de 2009, el spread bancario fue sólo del 4,76 por ciento.  El 25,2 por ciento del crédito se destinó a la adquisición de vivienda, el 26,1 por ciento al consumo, el 15,4 por ciento al comercio y el 8,2 por ciento a la industria manufacturera.  Los préstamos morosos al 30 de junio de 2009 totalizaban 320,5 millones de dólares EE.UU. o un 3,7 por ciento del total, nivel un 48,5 por ciento más alto que el registrado en junio de 2008.  
67. De acuerdo con un informe del FMI, el sistema bancario salvadoreño continúa presentando altos niveles de liquidez y los bancos están bien capitalizados;  sin embargo los préstamos morosos han aumentado y los niveles de rentabilidad han bajado.  El FMI estima también, que aunque los vínculos entre el sistema bancario salvadoreño y los mercados financieros globales son fuertes, se ha logrado contener hasta ahora el impacto de la crisis financiera global, ya que la tenencia de activos tóxicos por parte de los bancos salvadoreños parece ser limitada.  Además, el crecimiento del crédito en los últimos años ha sido moderado, y la crisis no parece haber afectado a la disponibilidad de crédito de los bancos.
  El FMI estima también que, debido a la alta liquidez de sus depósitos, los bancos de El Salvador podrían hacer frente a retiros importantes del sistema;  sin embargo, por ser una economía dolarizada, la mayor parte de las reservas respaldan depósitos bancarios y el Banco Central está limitado en su capacidad de proporcionar liquidez adicional a bancos individuales.  Las autoridades observaron que esta limitación se establece en la propia Ley Orgánica del Banco Central.

68. Las autoridades han adoptado algunas medidas para hacer frente a la incertidumbre generada por la crisis financiera global, entre ellas el incremento de los requerimientos de activos líquidos entre julio de 2008 y junio de 2009.  En septiembre de 2008 los requerimientos totales de reservas líquidas alcanzaron casi el 28 por ciento de los depósitos.  Además, los bancos tuvieron que presentar a la SSF planes de contingencia para mantener sus niveles de liquidez.
69. Al 30 de junio de 2009, la industria de seguros en El Salvador contaba con 17 compañías en funcionamiento, una que no había iniciado operaciones y tres que se encontraban en proceso de liquidación;  de las 17 compañías, cinco sociedades estaban especializadas en el ramo de personas, y el resto atendía todos los ramos de seguros.  Hasta junio de 2009, la SSF había autorizado 1.086 intermediaros de seguros independientes, 40 reaseguradores extranjeros, 16 corredores de reaseguros extranjeros y 40 comercializadores masivos de pólizas de seguros.
  En septiembre de 2008, el 67,7 por ciento de los acciones de las empresas de seguros se encontraban en manos de salvadoreños, y el resto estaba en manos de extranjeros.

70. En noviembre de 2007, la SSF acordó aprobar la actualización de los capitales mínimos de los diferentes ramos de las sociedades de seguros, y valores mínimos para depósitos de pólizas y para pago de reservas matemáticas a partir del 1° de enero de 2008.
  En junio de 2009, las primas brutas del mercado de seguros totalizaban 228,2 millones de dólares EE.UU., los activos y pasivos de las sociedades de seguros eran de 536,5 y 276,3 millones de dólares EE.UU., respectivamente, y el sistema asegurador presentaba una rentabilidad patrimonial del 10,1 por ciento.
 
c) Marco normativo 
Consideraciones generales
71. El Salvador participó en las negociaciones sobre los servicios financieros y aceptó el Quinto Protocolo anexo al AGCS, incorporándolo a su legislación mediante el Decreto Legislativo No 653 de 13 de marzo de 1999, publicado en el Diario Oficial No 97 del 26 de mayo de 1999.  Entre los compromisos que asumió El Salvador en el marco del AGCS figura el de permitir el acceso a las instituciones financieras extranjeras a través del establecimiento de sucursales o mediante la participación en la propiedad de bancos o instituciones financieras nacionales en hasta un 75 por ciento del capital, siempre y cuando se trate de instituciones financieras extranjeras calificadas como de primera línea, sujetas a regulación prudencial y supervisión en sus países de origen.
  En el caso de las personas naturales extranjeras, el porcentaje máximo es del 25 por ciento.  El Salvador no ha adoptado compromisos bajo en el marco del AGCS en lo relativo a seguros.

72. La supervisón del sistema financiero salvadoreño está a cargo de tres entidades diferentes:  la Superintendencia del Sistema Financiero (SSF);  la Superintendencia de Valores;  y la Superintendencia de Pensiones.  La SSF está encargada de velar por el cumplimiento de las disposiciones legales, promulgar las normas pertinentes, y está facultada para aplicar sanciones e intervenir entidades del sistema financiero.
  La Superintendencia de Valores está encargada de vigilar el cumplimiento de las disposiciones aplicables a las entidades bursátiles, mientras la Superintendencia de Pensiones está a cargo del sistema de pensiones.  Un proyecto de Ley de Supervisión y Regulación del Sector Financiero se encuentra en discusión en la Asamblea Legislativa;  este proyecto de Ley propone consolidar de las tres entidades supervisoras existentes en una única institución, lo cual permitiría reforzar la supervisión consolidada.
Bancos
73. Durante el período objeto de examen se introdujeron reformas a la Ley de Bancos, a la Ley de Arrendamiento Financiero, a la Ley de Saneamiento y fortalecimiento de Bancos Comerciales y Asociaciones de Ahorro y Préstamo, y a la Ley de Bancos Cooperativos y Sociedades de Ahorro y Crédito.
  El propósito de las reformas a la Ley de Bancos fue introducir ciertas modificaciones con respecto al secreto bancario y a los procedimientos ejecutivos.
74. De acuerdo con lo dispuesto por la Ley de Bancos, toda entidad bancaria constituida en El Salvador debe establecerse y operar como sociedad anónima de capital fijo, dividido en acciones nominativas con no menos de diez socios.  La ley contiene ciertos requisitos y límites en lo relativo a los accionistas de los bancos establecidos en El Salvador, disponiendo que la propiedad de las acciones debe mantenerse, como mínimo, en un 51 por ciento entre:  personas naturales salvadoreñas o centroamericanas;  personas jurídicas salvadoreñas cuyos accionistas o miembros mayoritarios sean personas naturales salvadoreñas o centroamericanas u otras personas jurídicas salvadoreñas;  y bancos y otras instituciones financieras extranjeras, en cuyo país de origen exista regulación prudencial y una supervisión acordes con estándares internacionales y que estén calificados como de primera línea por sociedades clasificadoras de riesgo reconocidas internacionalmente.  Para este efecto, la SSF lleva un Registro de Bancos e Instituciones Financieras Extranjeros de Primera Línea.

75. Existe un requisito mínimo de capital para el establecimiento de bancos en El Salvador;  este requisito es de 16 millones de dólares EE.UU. y se aplica tanto a bancos nacionales como a extranjeros.  Se requiere una autorización explícita de la SSF para ser propietario de acciones de un banco que representen más del 1 por ciento del capital de la institución, tanto para las personas naturales como jurídicas.  

76. Los bancos extranjeros pueden operar a través de sucursales, una vez recibida la autorización de la SSF.  También se permite la presencia de oficinas de representación, las cuales pueden colocar fondos en el país en créditos o inversiones, pero no pueden captar depósitos.  Las sucursales de bancos extranjeros en El Salvador pueden efectuar las mismas operaciones que los bancos constituidos en el país, lo que incluye abrir empresas subsidiarias, en las que el banco posea al menos el 51 por ciento del capital.  En general, la Ley de Bancos estipula que las sucursales y oficinas de instituciones financieras extranjeras que operen en El Salvador recibirán trato nacional, tanto en cuanto a derechos, como a privilegios, con una excepción:  la Ley establece que los depositantes y acreedores domiciliados en El Salvador gozan de derechos de preferencia sobre el activo que una institución financiera extranjera posea en El Salvador.  

77. Para operar en El Salvador el  banco extranjero debe cumplir los siguientes requisitos:  a) cumplir con las leyes del país de origen y estar sometido a regulación y supervisión prudencial de acuerdo con los usos internacionales, así como estar clasificado como de primera línea por una clasificadora de riesgo reconocida internacionalmente;  b) comprobar que la sucursal ha sido autorizada  de acuerdo con los estatutos de la casa matriz y del regulador;  c) mantener en territorio nacional  al menos a un representante con amplias facultades legales;  d) mantener en el país el monto de capital y reservas;  e) acreditar que lleva al menos cinco años operando y  que los resultados son satisfactorios para el ente supervisor de origen y las clasificadoras de riesgo;  y f) someterse a leyes y tribunales y autoridades de la República de El Salvador.  La Ley no contiene disposiciones relativas al suministro transfronterizo de servicios bancarios ni con respecto a la contratación por salvadoreños de estos servicios en el exterior.
78. La Ley de Bancos (Título V) también contiene normas con respecto a los conglomerados financieros y establece mecanismos para la supervisión consolidada de los mismos por parte de la SSF.  Un conglomerado financiero está definido como un conjunto de sociedades en el cual una sociedad controladora es propietaria de más del 50 por ciento del capital accionario.  Esta sociedad debe ser también miembro del conglomerado, y puede ser una sociedad cuya finalidad exclusiva sea la de ser controladora, o un banco constituido en el país (banco controlador), quedando sujeta a la fiscalización de la SSF.  En el caso de que la sociedad controladora sea un banco no puede invertir en el capital accionario de instituciones administradoras de pensiones o de sociedades de seguros;  si no lo es, se permite que la sociedad controladora tenga inversiones minoritarias, hasta por un 25 por ciento de su fondo patrimonial, en acciones de instituciones administradoras de fondos de pensiones del país.  Aparte de la sociedad controladora, pueden integrar un conglomerado un banco y una o más entidades del sector financiero.

79. Un banco constituido en el exterior puede formar parte de un conglomerado, siempre que la sociedad controladora posea como mínimo el 45 por ciento de las acciones del mismo, y deben cumplirse además una serie de requisitos prudenciales, como son:  a) que el banco extranjero esté sujeto a la supervisión consolidada por parte de la SSF y que en el país donde esté domiciliado se encuentre bajo supervisión de acuerdo con los usos internacionales;  b) que la SSF haya suscrito memorandos de cooperación con el organismo de supervisión del país anfitrión, para facilitar la supervisión consolidada;  c) que el banco extranjero se incluya para fines de determinar la solvencia del conglomerado;  y d) que se compruebe que la controladora ejerce el control del banco, asegurándose la mayoría de los votos en las Juntas Generales de Accionistas, mediante acuerdos de actuación conjunta y participación en la administración del banco extranjero.

80. Los bancos salvadoreños cuya propiedad accionaria pertenezca en más del 50 por ciento a una entidad financiera extranjera (bancos o a conglomerados financieros) sólo pueden compartir nombres, activos, infraestructura u ofrecer servicios conjuntos al público con otras sociedades del mismo conglomerado, siempre que dicha entidad constituya en El Salvador una sociedad controladora subsidiaria.  Los bancos e instituciones financieras del exterior que establezcan en El Salvador agencias o sucursales y cuyas matrices o sociedades del conglomerado financiero al que pertenecen sean propietarias en el país de más del 50 por ciento de otras sociedades de giro financiero, pueden funcionar de manera similar a un conglomerado financiero sin necesidad de establecer en el país una sociedad controladora subsidiaria.  

81. El Instituto de Garantía de Depósitos (IGD) garantiza los depósitos del público en caso de disolución y liquidación forzosa de un banco hasta por 8.500 dólares EE.UU.
  Todos los bancos privados son miembros del Instituto;  el Banco Hipotecario de El Salvador está sujeto al mismo régimen de seguros de depósitos que la banca privada, pero en el caso del Banco de Fomento Agropecuario la garantía la otorga el Estado.  En 2008, en virtud de las reformas a las leyes que regulan los bancos cooperativos y con las sociedades de ahorro y crédito, estos pasaron a ser miembros del IGD y reciben garantía del mismo las operaciones desarrolladas por el público con estas entidades.
Seguros
82. Las actividades de seguro están reguladas por la Ley de Sociedades de Seguros (Decreto No 844 de 21 de octubre de 1996) y sus modificatorias, en particular los Decretos Ley No 893, de 21 de noviembre de 1996, y No 910, de 14 de diciembre de 2005.  El objeto de la modificación llevada a cabo en 2005 fue introducir cambios con respecto a la forma y el contenido de las pólizas de seguros.

83. Las sociedades de seguros en El Salvador deben organizarse y operar en forma de sociedades anónimas de plazo indeterminado, con capital fijo dividido en acciones nominativas.  La Ley autoriza a las sucursales de compañías de seguros extranjeras que se encontraban operando en El Salvador en el momento de su promulgación a seguir operando, pero no permite el establecimiento de nuevas sucursales.  La Ley no exige un número mínimo de socios, pero sí establece límites de propiedad:  ninguna persona natural o jurídica, directamente o por interpósita persona, puede ser titular de acciones de una sociedad de seguros que representen más del 1 por ciento del capital de la sociedad, sin haber sido previamente autorizada por la SSF.

84. La propiedad de las acciones de las sociedades de seguros debe mantenerse, como mínimo en un 75 por ciento, en forma individual o conjunta, en las siguientes clases de personas:  personas naturales o jurídicas salvadoreñas o centroamericanas;  o sociedades de seguros o reaseguros centroamericanas u otras extranjeras.  Las sociedades extranjeras fuera del área centroamericana deben estar clasificadas como sociedades de primera línea de acuerdo con lo que establezca la SSF basándose en clasificaciones efectuadas por instituciones clasificadoras internacionalmente reconocidas.  No se permite el suministro transfronterizo de servicios de seguros.  La Ley no contiene indicaciones con respecto a la contratación de seguros en el exterior por salvadoreños.  Las autoridades indicaron que la legislación nacional no restringe dicha contratación.
85. La contratación directa de seguros sólo puede realizarda por las sociedades de seguros autorizadas al efecto;  los intermediarios y corredores de seguros sólo pueden ejercer actividades de intermediación.  A fin de ejercer de la intermediación de seguros, se requiere una autorización de la SSF, para lo que el solicitante debe cumplir con requisitos tales como pruebas de conocimiento sobre materia aseguradora, educación, experiencia previa y requerimientos de capital.  No hay requisito de nacionalidad ni de residencia.  

86. Las condiciones de las pólizas, tarifas y comisiones de intermediación se determinan libremente en el mercado de seguros de conformidad con las bases técnicas aplicables y de forma que permitan cubrir los riesgos que ofrezcan a sus asegurados.  Para la determinación de las tarifas, no se considera contraria a la libre competencia la utilización de tasas puras de riesgo calculadas sobre la base de estadísticas comunes del mercado de seguros.  La Ley prohíbe los acuerdos, prácticas u operaciones que tengan por objeto impedir, restringir, falsear o eliminar la libre competencia o cuyo efecto tienda a ejercer prácticas oligopólicas.  Además se cuenta con disciplinas que regulan las prácticas anticompetitivas de conformidad con la Ley de Competencia.
iii) Telecomunicaciones
87. El marco normativo del sector de telecomunicaciones ha experimentado varias reformas durante el periodo objeto de examen con el fin de consolidar la liberalización emprendida en años anteriores.  Para mejorar la competencia, se ha recomendado emitir un reglamento de interconexión y regular las tarifas de las llamadas de red fija a móvil.  La legislación no establece requisitos sobre el origen del capital de los operadores;  los servicios de telecommunicaciones son suministrados principalmente por operadores privados de capital extranjero.  Los servicios de radiodifusión y televisión de libre recepción o por suscripción están sujetos a ciertas restricciones de nacionalidad.  Se aplica un impuesto específico a las llamadas telefónicas provenientes del extranjero.
a)
Características generales 

88. El Salvador participó en las Negociaciones sobre Telecomunicaciones Básicas en el marco del AGCS.
  Durante dichas negociaciones, El Salvador aumentó significativamente sus compromisos con respecto a su oferta de 1994, consolidando los servicios prestados a nivel nacional e internacional mediante redes de telecomunicación básica, pública y no pública para todos los modos de suministro y tanto con respecto al acceso a mercados como a trato nacional.  En el caso del acceso a los mercados mediante presencia comercial, El Salvador inscribió en su Lista que se requiere solicitar una concesión o licencia a la Superintendencia General de Electricidad y de Telecomunicaciones (SIGET).  El Salvador asumió también las obligaciones establecidas en el Documento de Referencia relativo al Acuerdo sobre Telecomunicaciones Básicas en el marco del AGCS.
89. El sector de las telecomunicaciones en El Salvador dejó de ser un monopolio estatal en 1997.  Posteriormente se privatizó la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL), que fue dividida en dos entidades:  la Compañía de Telecomunicaciones de El Salvador (CTE), dedicada principalmente a servicios de telefonía fija, y la compañía Internacional de Telecomunicaciones, dedicada principalmente a servicios de telefonía móvil.  En octubre de 2009, El Salvador contaba con 11 operadores de telefonía fija, cinco de líneas telefónicas móviles y once operadores de larga distancia internacional.  El mercado está dominado por operadores de propiedad extranjera.  Más de un 90% del mercado de telefonía fija está en manos de un único operador, CTE.
90. El sector de las comunicaciones generó el 3,9 por ciento del PIB en 2008.  El sector ha ido evolucionando positivamente en los últimos años con respecto a los indicadores de infraestructura:  el número de líneas fijas ha pasado de unas 650.000, según se informó en el examen anterior para 2001, a 1.077.000 en 2008, mientras el número de abonados al sistema telefónico móvil celular ha pasado de 858.000 a 6,95 millones en el mismo periodo, lo cual equivale a una teledensidad de más del 100 por ciento.  Los indicadores de calidad también continuaron mejorando durante el período objeto de examen.  Los cargos de instalación se redujeron sustancialmente entre 2003 y 2008, mientras que las tarifas para llamadas nacionales permanecieron estables en dólares corrientes, aunque disminuyeron en términos reales.  Las tarifas de las llamadas de larga distancia internacional cayeron en promedio.

b) Instituciones y marco normativo

91. El marco normativo del sector de las telecomunicaciones en El Salvador ha experimentado varias reformas durante el periodo objeto de examen.
  En particular, se reformó la Ley de Telecomunicaciones (LT) y su Reglamento con el fin de afianzar la liberalización emprendida en años anteriores. 

92. La responsabilidad de la formulación de las políticas en materia de telecomunicaciones recae en el Ministerio de Economía.  La Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones (SIGET), entidad autónoma adscrita al Ministerio de Economía, es la institución encargada de aplicar y velar por el cumplimiento de las normas y reglamentaciones del sector de las telecomunicaciones.  La SIGET también administra y vigila el espectro radioeléctrico.

93. De conformidad con la Ley de Telecomunicaciones, los operadores interesados en proveer servicios públicos de telefonía deben solicitar una concesión a la SIGET para la explotación del servicio.  Las concesiones se otorgan siempre y cuando se cumpla con los requisitos de inscripción establecidos.  Tienen un plazo de 30 años sin limitación en cuanto a cantidad y ubicación y pude existir más de una concesión en la misma área geográfica.  La legislación no establece como requisito para poder acceder a la prestación de un servicio o para poder ser concesionarios de un servicio determinado, que el operador sea salvadoreño, salvo en el caso de las concesiones y licencias para los servicios de Difusión de Libre Recepción.  
94. La LT establece que todo operador de redes comerciales de telecomunicaciones debe proporcionar acceso a recursos esenciales a cualquier operador que lo solicite mediante el pago correspondiente y sin discriminación alguna.
  La desagregación de la red fija para la interconexión de redes comerciales de telecomunicaciones es considerada un recurso esencial por la Ley de Telecomunicaciones.  Sin embargo, hasta ahora no se ha aprobado un reglamento que especifique cómo debe realizarse esta desagregación y, por lo tanto, la desagregación no se está llevando a cabo.  Un proyecto de reglamento está en estudio para suplir esta carencia.
95. Las tarifas y condiciones de prestación de servicios de telecomunicaciones entre operadores son negociadas libremente, excepto en lo que respecta al acceso a los recursos esenciales, para los que las partes pueden solicitar la intervención de la SIGET.  La SIGET determina y aprueba tarifas máximas del servicio público de telefonía conforme a lo establecido en la LT.  Desde 2003, estas tarifas son reajustadas anualmente por la SIGET, siguiendo una fórmula que depende del Índice de Precios al Consumidor (IPC) publicado por el Ministerio de Economía.  
96. El Salvador aplica un impuesto específico a las llamadas telefónicas provenientes del extranjero y que terminan en El Salvador.  La base legal es la Ley de impuesto específico a las llamadas telefónicas provenientes del exterior que terminan en El Salvador, Decreto Legislativo No 651 de 14 de julio 2008.
97. El espectro radioeléctrico es propiedad del Estado, y conforme a la LT, se clasifica en:  espectro de uso libre, oficial, o regulado.  No se requiere concesión para la explotación del espectro de uso libre, mientras que para utilizar una parte del espectro de uso regulado se necesita una concesión de la SIGET.  Para el uso oficial se requiere de una autorización.  Estas concesiones se otorgan por un plazo de 20 años, principalmente mediante subastas.  Las concesiones pueden revocarse si no se utilizan en un plazo de dos años.

98. La LT establece un régimen especial para las actividades de telecomunicaciones realizadas por los operadores de servicios de radiodifusión y televisión de libre recepción o por suscripción.  Dichos servicios requieren concesiones, que se otorgan por un plazo de 20 años y que están sujetos a ciertas restricciones:  sólo las personas naturales salvadoreñas de nacimiento o las personas jurídicas salvadoreñas (entidades con por lo menos el 51 por ciento del capital en manos de salvadoreños) pueden obtener concesiones para prestar servicios de difusión de libre recepción.  Existen además algunas limitaciones con respecto a los anuncios publicitarios:  por lo menos el 90 por ciento de la producción y la grabación de estos anuncios para uso en los medios de comunicación de El Salvador, debe ser realizado por empresas constituidas de conformidad con la legislación salvadoreña.

99. El Fondo de Inversión Nacional en Electricidad y Telefonía (FINET) proporciona recursos para subvencionar la infraestructura y el suministro de servicios de telefonía (y de energía eléctrica) en áreas rurales y de bajos ingresos, cuando son de beneficio comunal.  Los recursos del FINET están constituidos por el 98,5 por ciento de los ingresos generados por el otorgamiento de concesiones para la explotación del espectro radioeléctrico, y la totalidad de los recursos que generen las concesiones para la generación geotérmica y hidráulica de energía eléctrica.  Los desembolsos del FINEt entre 2003 y 2007 totalizaron 4,06 millones de dólares EE.UU.  No se realizaron desembolsos en 2008.
100. La LT contiene disposiciones para prevenir prácticas anticompetitivas, en particular, prohíbe que los operadores celebren cualquier tipo de acuerdos para manipular el precio de sus servicios, los acuerdos de distribución, así como los subvenciones cruzadas.  La Ley no utiliza el concepto de operador dominante.  Desde 2006, la Superintendencia de Competencia ha investigado siete denuncias con respecto a prácticas de abuso de la competencia por parte de empresas de telecomunicaciones;  en un caso se impusieron multas, cuatro de los otros casos se desestimaron y en dos casos se hicieron recomendaciones de política pública.  La Superintendencia de Competencia recomendó emitir un reglamento de interconexión en el cual se establezcan los principios y el marco legal específico de regulación y supervisión de todos los aspectos referidos a la interconexión.  De acuerdo con la Superintendencia de Competencia, dicho reglamento debería permitir que el regulador haga cumplir los principios de no discriminación en cuanto a condiciones, transparencia, acceso a la información.
  La Superintendencia de Competencia también recomendó que se regulen las tarifas de las llamadas de red fija a móvil.
iv) Transporte marítimo y puertos 

101. El Salvador no cuenta con una flota mercante nacional.  La ley no restringe a los buques extranjeros presten servicios de cabotaje nacional.  A fines de 2009, existía un único puerto mercante general en operación en El Salvador;  aunque se finalizó la construcción de un segundo puerto fue finalizada en diciembre de 2008, no se espera que empiece a operar hasta mediados de 2010.  Los dos puertos son administrados por una entidad estatal.
a)
Características generales 

102. El Salvador no cuenta con una flota mercante nacional, ni con empresas que proporcionen servicios de transporte marítimo bajo pabellón extranjero.  
103. El sistema portuario salvadoreño comprende dos puertos comerciales generales:  Acajutla y La Unión, cuya construcción finalizó en diciembre de 2008.  Ambos puertos están administrados por la Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma (CEPA).
  Hasta fines de 2009, la casi totalidad de la carga marítima estaba siendo manejada en el puerto de Acajutla.  El resto se manejaba a través de un puerto especializado en actividades de pesca industrial, Puerto Corsaín, en Punta Gorda, administrado por la Corporación Salvadoreña de Inversiones (CORSAIN).
  Con respecto a años anteriores se observa un ligero crecimiento del volumen de carga manejado en puertos salvadoreños:  en 2008, el puerto de Acajutla registró 4,43 millones de toneladas de carga, casi el doble que en 1999.
  La gran mayoría de dicho volumen correspondió a importaciones.  

104. Uno de los eventos más sobresalientes del período objeto de examen ha sido la construcción del Puerto La Unión.  La construcción del puerto se inició en enero de 2005 y finalizó en diciembre de 2008.  Sin embargo, en octubre de 2009 el Puerto La Unión aún no había entrado en operación y las autoridades no esperaban que esto ocurriera hasta mediados de 2010.  La construcción del puerto tiene como objetivo impulsar el desarrollo de la Zona Oriental del país y convertir a El Salvador en un Centro Logístico de Distribución Regional.  

b) Instituciones y marco normativo

105. El Vice Ministerio de Transporte en el Ministerio de Obras Públicas, Vivienda y Transporte, es el ente encargado de formular las políticas de transporte marítimo.  Esta labor se realiza a través de la Unidad de Transporte Marítimo.  La Autoridad Marítima Portuaria (AMP), entidad con personalidad jurídica, autonomía administrativa, técnica y financiera, creada por la Ley General Marítimo Portuaria, es el ente regulador del subsector de transporte marítimo portuario.  La AMP es también responsable de regular tarifas portuarias, y supervisar el otorgamiento y cumplimiento de los contratos de concesión.  La Superintendecia de Competencia tiene la responsabilidad de prevenir conductas anticompetitivas en el sector.  
106. Por su parte, la CEPA tiene responsabilidad exclusiva para las operaciones de las instalaciones portuarias salvadoreñas bajo su jurisdicción, así como la administración, el manejo y almacenamiento de mercancías de exportación e importación, y puede fungir como autoridad marítimo-portuaria.  Sin embargo, la CEPA está facultada para subcontratar la ejecución de ciertos servicios portuarios;  en la práctica, este es el caso para el amarre de buques, la estriba, la transferencia de mercadería de bodega a muelle y viceversa, y el almacenamiento, entre otros.  La concesión de los puertos debe otorgarse a través de un Decreto Legislativo.
107. El Salvador no asumió ningún compromiso con arreglo al AGCS.  
108. Las actividades portuarias y de transporte marítimo están reguladas principalmente por la Ley General Marítimo Portuaria.
  La Ley ha sido modificada con el propósito, entre otras cosas, de otorgarle a la AMP la facultad de definir los servicios portuarios que serán regulados o desregulados conforme a criterios de existencia de competencia en el mercado, previo dictamen vinculante de la Superintendencia de Competencia. 
109. Los buques extranjeros pueden prestar servicios de cabotaje nacional, los cuales son considerados por la Ley General Marítimo Portuaria como una actividad marítima más.  No se aplican restricciones a los extranjeros en la operación de los puertos o la prestación de servicios portuarios auxiliares, tales como el practicaje, remolque, manipulación y almacenamiento. 

110. Aunque El Salvador no cuenta con una flota mercante nacional, existen disposiciones para el registro de buques.  La Ley establece el Registro Marítimo Salvadoreño (REMS), dependencia orgánica de la AMP, en el cual deben registrarse buques y artefactos navales, y operaciones tales como la compraventa, construcción, alquiler, flete e hipotecas.  Para ser registrado en el REMS, el propietario del buque debe estar domiciliado en el país, o, en el caso de una sociedad, ésta debe haberse constituido de acuerdo con las leyes de El Salvador, o si se ha constituido en el extranjero, debe tener una sucursal en El Salvador.

111. El Salvador es miembro de la Organización Marítima Internacional y signatario de un número de conferencias administradas por ella.  En 2009, El Salvador ratificó el Convenio Internacional para prevenir la Contaminación por los Buques (MARPOL), mientras que está en estudio la adhesión al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS).  Las autoridades indicaron que, aunque el Convenio SOLAS está en proceso de ratificación en El Salvador, la Ley de la AMP y su respectivo reglamento utilizan el Código PBIP, que se menciona en el Convenio antes mencionado, para certificar los puertos.  
112. El Salvador no ha concluido acuerdos de distribución de carga de participación con otros países, ni es parte en la Convención de las Naciones Unidas sobre un Código de Conducta de las Conferencias Marítimas.  El Salvador es miembro de la Comisión Centroamericana de Transporte Marítimo (COCATRAM), que funciona como organismo técnico asesor de los gobiernos miembros en la formulación y adopción de políticas, recomendaciones y decisiones del sector del transporte.  Las autoridades indicaron que El Salvador toma en consideración las mejores prácticas, principios y directrices emanadas de normas en materia de seguridad que tienen origen en la Organización Mundial de Aduanas.  También señalaron que los puertos salvadoreños están preparando su participación en la Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI).
113. La normativa para la regulación de las tarifas figura en la Ley Marítima Portuaria y en el Reglamento Especial para la Aplicación de Tarifas de Servicios Portuarios, de conformidad con el cual los operadores de puertos deberán presentar a la AMP, para su aprobación, un pliego tarifario que incluya las tarifas de los servicios portuarios, la metodología que se ha utilizado para calcularlas y la forma en que serán ajustadas en el futuro.  Los operadores de servicios portuarios deberán llevar un sistema de contabilidad de costos por actividad.
  Las tarifas portuarias aprobadas por la AMP y sus modificaciones son registradas y publicadas en dos de los periódicos de circulación nacional antes de su entrada en vigor.  La facturación mínima por servicios portuarios es de 5,34 dólares EE.UU.

v) Transporte aéreo

114. Se concede el trato nacional a los inversionistas extranjeros en lo relativo a la inversión en líneas aéreas salvadoreñas y no existen limitaciones al acceso al mercado en la modalidad de presencia comercial.  El Aeropuerto Internacional de El Salvador, administrado por una entidad pública, concentra la totalidad del tráfico internacional del país.
115. El Salvador cuenta con dos aeropuertos públicos, el Aeropuerto Internacional de El Salvador y el Aeropuerto de Ilopango.  El Aeropuerto Internacional de El Salvador concentra la totalidad del tráfico internacional, tanto de pasajeros como de mercancías.  Entre 2003 y 2008, el tráfico de pasajeros creció a un ritmo medio anual del 3 por ciento, menor que el 13,4 por ciento registrado en el Examen anterior, alcanzando un total de 2,06 millones de pasajeros.  La evolución del tráfico de carga ha sido menos estable;  la carga de mercancías importadas aumentó sensiblemente entre 2003 y 2006, pero se contrajo en 2007, mientras que la carga exportada se redujo entre 2003 y 2007 y aumentó en 2008.  

116. El Aeropuerto Internacional de El Salvador es la base de operaciones, reservaciones, mantenimiento y administración de TACA International Airlines, S.A., empresa de capital mayoritariamente salvadoreño, que mantiene lazos con las aerolíneas de bandera de otros países centroamericanos.  TACA International Airlines S.A. es la compañía aérea más importante de Centroamérica.  Ninguna otra compañía domiciliada en El Salvador ofrece servicios aéreos comerciales.

117. La Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma (la CEPA, ver sección 4) iv) supra) es la entidad encargada de la administración y mantenimiento del Aeropuerto Internacional de El Salvador.  Por ley, la CEPA es la entidad encargada del planeamiento, construcción y manutención del aeropuerto, pero está facultada para subcontratar con empresas privadas.  Un número de empresas privadas suministran otros servicios como apoyo terrestre a las aeronaves, apoyo portuario, limpieza, restaurantes, información de vuelo y mantenimiento de algunas áreas;  se permite la participación extranjera.  
118. La política de transporte aéreo es responsabilidad conjunta del Vice Ministerio de Transporte, que depende del Ministerio de Obras Públicas, Vivienda y Transporte, y de la Autoridad de Aviación Civil (AAC).  La AAC es responsable de la regulación de todas las actividades de la aviación civil y de garantizar el cumplimiento de la normativa reglamentaria nacional.
  En este sentido, la AAC tiene la responsabilidad de autorizar los certificados de operadores y conceder licencias de operación, y de regular los servicios de tránsito aéreo y servicios de navegación aérea, entre otros.  La AAC debe además velar por el mantenimiento de la competencia en el sector del transporte aéreo.

119. En su lista de compromisos en el marco del AGCS, para este sector, El Salvador consolidó los servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves con respecto al acceso a los mercados y trato nacional para los modos de suministro transfronterizo, de consumo en el extranjero y de presencia comercial.  Para la presencia comercial, se estipula en la Lista que es necesario solicitar a la CEPA una concesión o licencia para la prestación de dichos servicios y se requiere que el solicitante esté domiciliado en El Salvador.  En la práctica, con arreglo a la Ley Orgánica de Aviación Civil, se necesita un permiso de la AAC para establecer servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves.  
120. La Ley Orgánica de Aviación Civil (Decreto Legislativo No 582 de 19 de Octubre de 2001) y sus modificaciones (Decreto Legislativo No 528 de 26 de noviembre de 2004, y Decreto Legislativo No 927 de 20 de diciembre de 2005), son los principales instrumentos legales que regulan el sector del transporte aéreo en El Salvador.  Las modificaciones introducidas durante el periodo objeto de examen tuvieron como objetivo principal permitir a la AAC regular o desregular los servicios de transporte aéreo, en función de la competencia que exista en el mercado, previa opinión vinculante de la Superintendencia de Competencia.  La Ley regula todo lo relacionado con los servicios de transporte aéreo público y privado, servicios auxiliares, otorgamiento de licencias, e infraestructura.  
121. La legislación salvadoreña no contempla limitaciones a la inversión extranjera para el establecimiento de líneas aéreas en El Salvador.  Se concede el trato nacional a los inversionistas extranjeros en lo relativo a la inversión en líneas aéreas salvadoreñas y no existen limitaciones al acceso a los mercados en el modo de presencia comercial.  El cabotaje está reservado por Ley para las empresas de transporte aéreo domiciliadas en El Salvador.

122. Las tarifas de los servicios auxiliares en el sector del transporte aéreo se determinan libremente, a excepción de aquellos servicios que la AAC considere que posean características monopolísticas y que puedan ser objeto de abuso de una posición dominante.  En este caso, las tarifas son reguladas por la AAC.  En mayo de 2009, no había ningún servicio en esta situación.  La AAC publica en el Diario Oficial las tarifas que cobra por sus servicios en un Pliego de Cargos, así como sus modificaciones.
  
123. El Salvador ha suscrito un acuerdo de libertad del espacio aéreo (open skies agreement) con los Estados Unidos.  También ha suscrito acuerdos bilaterales con España, México y el Reino Unido.  Los acuerdos bilaterales imponen cláusulas de denegación, es decir, requisitos de propiedad mayoritaria y control efectivo.

124. No se establecen restricciones en la legislación nacional para prestar servicios aéreos en ausencia de acuerdos bilaterales, y las autoridades indicaron que de hecho esto se hace en la práctica.

125. Las licencias para los espacios de aterrizaje se conceden aplicando el principio de reciprocidad de conformidad con el Convenio de Chicago.  El Salvador participa en la Corporación Centroamericana de Servicios de Navegación Aérea.

vi) Servicios profesionales

126. No existe una ley única que regule en general los servicios profesionales en El Salvador.  La colegiación no es obligatoria para el ejercicio profesional.  Para ejercer las profesiones de abogado y contador público es necesario ser ciudadano salvadoreño, o que el país de origen de un profesional extranjero ofrezca reciprocidad a los salvadoreño.
b) Características generales

127. El Salvador adquirió compromisos especifícos relativos a los servicios profesionales en su Lista anexa al AGCS.  El Salvador es signatario del Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana (Protocolo de Guatemala) de 29 de octubre de 1993, por el cual las partes acordaron armonizar sus legislaciones para hacer efectivo el libre ejercicio de las profesiones universitarias en cualquier país de la región.  Sin embargo, hasta octubre de 2009 este protocolo no había tenido consecuencias prácticas.

128. No existe una ley general que regule los servicios profesionales en El Salvador.  

129. La colegiación no es obligatoria para el ejercicio profesional.  Los títulos otorgados por las universidades del país o la aceptación de la incorporación de profesionales con títulos extranjeros, habilitan académicamente para el ejercicio de una profesión, y los faculta para el ejercicio legal de la misma.  
130. Los profesionales salvadoreños o extranjeros que hayan obtenido su título o diploma en una universidad extranjera deben revalidar los mismos en El Salvador.  La Universidad de El Salvador y las universidades privadas autorizadas están facultadas para permitir la incorporación de profesionales salvadoreños o extranjeros licenciados en otros países, previa resolución del Ministerio de Educación Superior.  Los documentos requeridos en el proceso de revalidación deben estar autenticados por las autoridades diplomáticas o consulares salvadoreñas acreditadas en el país de origen y por el Ministerio de Relaciones Exteriores.  

b)
Servicios legales

131. Para ejercer la profesión de abogado se requiere autorización de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador.  A fin de obtener dicha autorización es necesario ser ciudadano salvadoreño y poseer un título profesional en derecho expedido por una universidad reconocida.  La colegiación no es obligatoria.  Un abogado extranjero, bajo las condiciones expresadas en convenios internacionales, puede prestar servicio de asesoría exclusivamente en materia de derecho internacional y sobre la legislación de la jurisdicción en la que el abogado extranjero está habilitado .  Este asesoramiento no incluye representación en los tribunales, cortes o autoridades judiciales.  

c)
Servicios de contabilidad

132. Para ejercer la profesión de contador se requiere de un título universitario válido.  Los contadores públicos se asocian a través del Instituto Salvadoreño de Contadores Públicos (ISCP).
  La regulación del ejercicio de la profesión de contador es responsabilidad del Consejo de Vigilancia de la Profesión de la Contaduría Pública y Auditoría, órgano de derecho público creado por la Ley Reguladora del Ejercicio de la Contaduría, Decreto Legislativo No 828, de 26 de enero de 2000.  El Consejo se encarga de proponer proyectos de leyes y reglamentos referentes al ejercicio de la profesión contable y de auditoría, de reglamentar la aplicación de las normas internacionales de contabilidad y auditoría;  y de autorizar solicitudes de profesionales en contaduría pública y auditoría.  

133. El Consejo mantiene un registro de contadores públicos y auditores.  Pueden registrarse para ejercer la contaduría pública los que tuvieren título de Licenciado en Contaduría Pública conferido por alguna de las universidades autorizadas en El Salvador, o por una universidad extranjera, siempre que éste haya sido revalidado.  Para el ejercicio de la contaduría pública es necesario, además, en el caso de las personas naturales, ser de nacionalidad salvadoreña y, en el caso de las personas jurídicas, estar constituidas en El Salvador conforme a las normas del Código de Comercio.  Además de lo anterior, pueden ejercer la profesión de contador público en El Salvador, las personas naturales y jurídicas provenientes de países, que conforme a tratados internacionales, otorguen el mismo derecho a los salvadoreños en su país de origen.
 

d)
Servicios de arquitectura e ingeniería

134. Únicamente los arquitectos e ingenieros inscritos en el Registro Nacional de Arquitectos, Ingenieros, Diseñadores y Constructores (Registro Nacional) pueden ejercer las profesiones de arquitectura o ingeniería.  Para registrarse, es requisito ser residente en El Salvador.  Existen asociaciones gremiales que representan los intereses de arquitectos e ingenieros en El Salvador y la principal es la Asociación Salvadoreña de Ingenieros y Arquitectos (ASIA).
  
135. Los programas de estudio de arquitectura e ingeniería se benefician de una acreditación regional centroamericana a través de la Agencia Centroamericana de Acreditación de Programas de Arquitectura y de Ingeniería (ACAAI), organismo regional constituido por Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.  La ACAAI concede la acreditación de los programas de arquitectura y afines y de ingeniería y sus distintas especialidades de las instituciones de educación superior que funcionen en cada país o en la región.
  Con esta acreditación es posible ejercer en cualquier país de Centroamérica.
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